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Durante mas de 50 años en Colombia se ha vivido el flagelo del conflicto armado interno, en 
cuyo desarrollo la tierra ha tenido un papel determinante, ya que la lucha por acceder, 
explotar y obtener más poder a través de ella se ha convertido en un problema estructural en 
el que han intervenido los actores armados. Con ocasión a esta lucha por la tierra y debido al 
conflicto armado se han cometido una serie de violaciones a los derechos humanos que han 
afectado principalmente a los campesinos del país, muchos de los cuales han tenido que sufrir 
el despojo o el abandono forzado de sus tierras, acompañado de una serie de graves 
violaciones contra su dignidad y libertad, tal como lo es el desplazamiento forzado interno. 
 
A lo largo de la historia de la lucha por la tierra en Colombia, se han producido una serie de 
normas relacionadas con los derechos sobre la tierra, mediante las cuales se ha buscado 
asignar o reconocer el derecho de goce y titularidad de las tierras. Igualmente, con el fin de 
dignificar a las víctimas del conflicto y en aras de garantizarles el goce efectivo de sus 
derechos, se han construido una serie de textos normativos que consagran medidas de 
protección, atención y reparación que buscan prevenir y superar los efectos del conflicto 
armado interno. Un ejemplo de estas normas lo constituye la ley conocida como la ley de 
víctimas y de restitución de tierras -ley 1448 de 2011-.  
 
Ley que establece también disposiciones relativas a la acción de restitución y a la 
formalización de tierras como una de las medidas de reparación. Sin embargo, para cumplir 
con las medidas de restitución de tierras, es necesario revisar de manera sistemática todas las 
normas que regulan los temas concernientes al acceso a la propiedad. Dentro de este mundo 
normativo se encuentra una norma que corresponde al literal a del parágrafo 1 del artículo 67 
de la ley 160 de 1994. En dicha norma se establece una de las causales de inadjudicabilidad 
de los baldíos, y consiste en la prohibición de adjudicar aquellos que se encuentran dentro de 
un radio de 2.500 m alrededor de zonas donde se adelanten procesos de explotación de 
recursos naturales no renovables. Es así como, la existencia de esta norma y el conocimiento 
tardío de los operadores judiciales de restitución obstaculiza el goce efectivo de los derechos 
de las víctimas a la restitución de tierras, tal como veremos en el presente texto.  
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De cara a esa realidad, en la presente investigación se analizó el contenido de dicho parágrafo 
a la luz del derecho de las víctimas a la restitución de tierras, con el fin de determinar de qué 
manera choca el literal a del parágrafo 1 de la ley 160 de 1994 con la política de restitución 
de tierras y qué posibles justificaciones están detrás de la no garantía del derecho a la 
restitución de los baldíos que se encuentran  dentro de un radio de 2.500 m alrededor de zonas 
donde se adelanten procesos de explotación de recursos naturales no renovables.  
 
Con el propósito de contestar dicho interrogante, la presente investigación se propuso tres 
objetivos específicos. En primer lugar, analizar el derecho de las víctimas a la restitución de 
tierras y sus complejidades en el contexto colombiano; en segundo lugar, estudiar los 
fundamentos del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994; y, en tercer 
lugar, identificar las razones de la insuficiencia de los anteriores fundamentos a la luz de los 
intereses de las víctimas con derecho a la restitución. 
 
Para cumplir con los objetivos propuestos se recurrió a una investigación deductiva, analítica 
y descriptiva de una realidad que no se corresponde con la gravedad de la violación a los 
derechos humanos contra la población campesina, como lo es el desplazamiento forzado y el 
despojo de tierras. Todo esto debido a un problema estructural relacionado con el acceso y la 
explotación de la tierra. Esta descripción permitirá contextualizar el problema de 
investigación, así como  servir de antecedente al análisis de proceso de restitución de tierras, 
el cual se desarrolla durante muchos años y al final, después de casi 5 años, interviene un 
actor en está dinámica, quien se encuentra ante una disposición normativa que obstaculiza el 
cumplimiento de las órdenes de restitución de tierras en favor de las víctimas del conflicto. 
 
La presente investigación se estructuró en cuatro capítulos. El primer de los cuales realiza 
una descripción de la tierra como eje central del conflicto armado en Colombia, mostrando 
los factores que evidencian el interes por la tierra y su relación con el conflicto y la forma 
como el desplazamiento forzado se relaciona con el problema estructural de la tierra. Todo 
lo que justifica que se haya pensado la restitución de tierras como una respuesta al 
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desplazamiento forzado de tierras y al despojo, en el marco de la reparación integral de las 
víctimas del conflicto armado interno.  
 
En el segundo capítulo,  el lector encontrará una breve descripción del derecho de las víctimas 
a la restitución de tierras como una forma de reparación integral, así como un análisis 
detallado del proceso de restitución de tierras, el cual se ve truncado por la identificación 
tardía de la causal de inadjudicabilidad contemplada en el literal a del parágrafo 1 del artículo 
67 de la ley 160 de 1994. 
 
En el capítulo tercero, se analizará la contradicción entre los postulados del literal a parágrafo 
1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 y el derecho a la reparación de las víctimas del 
conflicto armado. También se describirá el proceso de formación y modificación de dicha 
norma, con la finalidad de identificar las razones que sirvieron al legislador para darle vida 
y mantenerla hasta la actualidad y no obstante los efectos negativos en la garantía efectiva 
del derecho a la reparación integral de las víctimas. 
 
En fin, en el cuarto capítulo, se presentarán los principales análisis y conclusiones a las que 
llegó esta investigación y que dan cuenta: primero, del carácter formal de las finalidades que 
han acompañado a la norma del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994; 
segundo, del efecto perverso de las sentencias de restitución que generan expectativas en las 
víctimas que no han de concretarse por la norma que nos ocupa y; tercero, de la que 
consideramos es la verdadera razón de fondo de esta problemática, que es la desvalorización 









CAPÍTULO I. LA TIERRA EN COLOMBIA Y SU RELACIÓN CON EL 
DESPLAZAMIENTO Y EL DESPOJO 
 
El literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 contempla las condiciones 
de adjudicabilidad de los terrenos baldíos y establece que los baldíos situados dentro de un 
radio de dos mil quinientos (2.500) metros alrededor de las zonas donde se encuentran 
procesos de explotación de recursos naturales no renovables no son susceptibles de 
adjudicación. Esta disposición en la práctica se ha convertido en uno de los obstáculos de la 
restitución de tierras de las víctimas del conflicto armado interno en Colombia y con ello se 
ha impedido la garantía del derecho a la reparación. De ahí la necesidad de analizar el 
contexto de la reparación colombiano, en el que la restitución surge como una respuesta al 
despojo producido por el desplazamiento forzado interno. Desplazamiento y despojo que, a 
su vez, se relacionan con una problemática estructural, el problema de la tierra en Colombia. 
Tema con el que introduciremos este capítulo. 
 
I.I. La tierra: eje central en el conflicto armado interno en Colombia 
 
¿Por qué la tierra ha jugado a lo largo de la historia un papel preponderante en el desarrollo 
del conflicto armado interno en Colombia, el desplazamiento y el despojo? Para empezar, el 
problema de la concentración de la propiedad en Colombia es tan evidente que las cifras así 
lo reflejan. Oxfam indica que el 1% de las Unidades de Producción Agropecuarias más 
grandes acapara más del 80% de la propiedad rural, mientras que el 99% restante se reparte 
menos del 20% de la tierra (Oxfam, 2017). Estas cifras de desigualdad en la propiedad rural 
se han visto empeoradas como consecuencia del conflicto armado interno del cual se han 
servido muchos para apropiarse de más tierra, despojando al campesinado. Igualmente, en 
medio de la guerra se han usurpado baldíos pertenecientes a la Nación, así como presentado 
muchos despojos en áreas de interés de extracción minera y de ecosistemas sostenibles 
(Oxfam, 2017). 
 
En efecto, varios estudiosos del conflicto armado en Colombia coinciden con la frase de 
Darío Fajardo, de la Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas, para explicar las causas 
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del conflicto: “la apropiación, el uso y la tenencia de la tierra han sido motores del origen y 
la perduración del conflicto armado” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, pág. 
21). Al respecto, se puede indicar que desde los años 20 hasta nuestros días la realidad agraria 
colombiana ha estado rodeada de contextos de violencia. Esto no solo se evidencia con la 
presencia de los grupos ilegales sino además en las tendencias políticas reinantes en cada 
época de la historia de Colombia. Las cuales han jugado un papel importante ya que los 
intereses políticos han sacrificado el acceso de la tierra al campesino y a los indígenas, a costa 
de tener más poder a través del control de la población, y generando, a favor de unos pocos, 
diferentes modalidades de apropiación de los recursos. Todo esto, marcado por una 
combinación constante entre el ejercicio sistemático de la violencia y políticas de apropiación 
y distribución de las tierras públicas (Fajardo, 2014).  
 
Desde la época medieval la tierra no era libre. El campesinado sufriendo la guerra y las leyes 
del destierro se sometió a los ciclos de “colonización-conflicto-migración-colonización” 
(Fajardo, 2014, pág. 7), debido al acaparamiento de la tierra por la hacienda. Siendo éstas las 
primeras manifestaciones de despojo, desplazamiento y abandono forzado de tierras. Por su 
parte, la violencia liberal y conservadora se dio en la zona de minifundio pobre. No fue 
necesariamente una violencia política, sino una violencia política de las élites. Esa violencia 
política de las élites también fue, en el fondo, una violencia por la tierra de las bases, al punto 
que cuando surge el Frente Nacional las élites siguen en una dinámica muy tranquila, 
repartiéndose el poder, mientras las bases campesinas siguen matándose y se genera el 
proceso de las guerrillas. 
 
Pero, ¿cuál ha sido el papel del Estado respecto al problema de la tierra como causa de la 
violencia política? Para algunos analistas, el Estado ha tenido un rol pendular, que se inclina 
hacia un lado del proceso de modernización capitalista y se regresa a un proceso de 
reformismo social dependiendo el momento histórico y las tendencias ideológicas 
predominantes en cada época. Es así como, al analizar las leyes de reforma agraria en 
Colombia se puede indicar que la normativa ha oscilado entre generar acceso para todos a la 
propiedad y favorecerlo para unos pocos. Es por eso que a pesar de que Colombia cuenta con 
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una larga historia de intentos de reformas agrarias, su puesta en práctica ha sido sumamente 
limitada. 
 
Hoy en día, pese a todos los intentos, no existe una política de tierras consolidada en 
Colombia y mucho menos de reforma agraria, debido a la incapacidad del Estado para 
resolver el problema mediante un modelo de desarrollo rural integral, que promueva el acceso 
a la propiedad rural, de manera justa, incluyente y equitativa. Tampoco ha sido posible un 
modelo agrario que implique un cambio en términos de la estructura de la propiedad de la 
tierra, que el Estado intervenga en su acceso y que brinde condiciones técnicas, de capital, 
de bienes públicos y conexión con el mercado internacional, entre otras. Por el contrario, el 
abandono del Estado al campo colombiano en manos de los actores armados ha profundizado 
y acrecentado el problema de violencia que azota nuestro país.  
 
Ese modelo débil a lo largo de la historia denota un Estado indolente con el mundo rural.  En 
donde se sigue atropellando al campesinado y se demuestra que la intención no ha sido la de 
apoyar un modelo organizativo del campesinado que contribuya a la reivindicación de sus 
ideales, sino alinear las políticas del Estado con los intereses de explotación económica del 
agro de parte de unos pocos. Ejemplo de ello son los dos intentos de reforma más importantes 
a través de la historia –estos son, la ley 200 de 1936 y la apuesta de Lleras Restrepo–, los 
cuales resultaron siendo ejercicios de cooptación política del campesino para fidelizarlo al 
sistema productivo del capitalismo (Fajardo, 2001). 
 
Otros factores que demuestran la relación entre los intereses por la tierra y el desarrollo del 
conflicto son las dinámicas originadas por la explotación minero-energética; los modelos 
agroindustriales; y las alianzas criminales entre paramilitares, políticos, servidores públicos, 
élites locales económicas y empresariales, y narcotraficantes (Centro Nacional de Memoria 
Histórica, 2013). Algunos de los desplazamientos de la historia más reciente del país se han 
producido por la explotación minero-energética a gran escala. Desplazamientos que han 
surgido no solo por la vía de las armas, sino amparados bajo el discurso impuesto por el 
Estado del desarrollo, de la utilidad pública y del interés social. Así, por ejemplo, cuando se 
ubican los lugares de mayor violencia en Colombia, estos coinciden con las zonas de 
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explotación minero-energética. Casos como el del Cesar en donde el desplazamiento se ha 
configurado a partir del reasentamiento forzado de cerca de 1.430 personas a causa de la 
explotación del carbón, desarrollada por empresas como Drummon, Glencore, Colombia 
Natural Resource y Vale Coal Colombia, evidencian un problema mayor al momento de darle 
cumplimiento a los fallos de restitución de tierras, ya que los predios a restituir han venido 
presentando superposición con proyectos minero-energéticos (Bautista & Plazas, 2018).  
 
En efecto, empresas extractivas se han beneficiado del conflicto armado para promover la 
reconfiguración territorial al no tener o al disminuir los posibles opositores en dichos 
territorios (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015). El informe del Centro Nacional 
de Memoria Histórica, Una Nación Desplazada, muestra como algunas adjudicaciones de los 
proyectos extractivos sobre predios objeto de restitución han desconocido la situación de 
violencia y de vulnerabilidad de las víctimas (2015, pág. 139).  
 
Los procesos de restitución de tierras han permitido identificar que en diversos casos el 
despojo de tierras obedece al interés empresarial de establecer proyectos agroindustriales, 
mediante mecanismos legales e ilegales, promoviendo procesos de integración de terrenos, 
cambio en el uso de la tierra, compra de parcelas y usurpación de tierras amparados incluso, 
en el fenónemo de las estrategias de inserción económica de los grupos armados ilegales en 
las zonas donde se llevan a cabo los proyectos agroindustriales (Comisión Colombiana de 
Juristas, 2017). 
 
Los intereses económicos predominaron en unas zonas del país estratégicamente ubicadas y 
se relacionaron en ocasiones con el proceso de desplazamiento forzado que se ha dado en 
Colombia. Así, empresas generadoras de proyectos agroindustriales buscaron apoderarse de 
grandes extensiones de tierras, desconociendo la normativa aplicable a la adquisición de 
dichos predios, aprovechandose de la población a través de la compra de terrenos a precios 
irrisorios, ignorando la tradición de los mismos y desconociendo el hecho de que la tierra 
había sido de población que se encontraba en situación de desplazamiento forzado (Comisión 
Colombiana de Juristas, 2017). 
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Algunos de los proyectos agroindustriales que han guardado relación con las zonas de 
despojo con fines económicos en Colombia y con los procesos de restitución de tierras son 
el banano y el plátano en la Zona Bananera (Magdalena); la palma de aceite en al menos 
cinco departamentos: en María La Baja y El Peñón (Bolívar), Zona Bananera y Ciénaga 
(Magdalena), el Bajo Atrato chocoano, cinco municipios de Cesar y la ronda del río Mira en 
Nariño; la siembra de teca, melina, ceiba, acacia o eucalipto en San Onofre (Sucre) y en 
Montes de María; y la ganadería extensiva en el Meta. En esos territorios hay ejemplos de 
tierras que le pertenecían a campesinos, comunidades negras o indígenas y que fueron 
sometidos a proyectos agroindustriales y se encuentran en procesos de restitución (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2016). 
 
Con el fin de establecer si las empresas participaron en el despojo y abandono forzado de 
tierras, la Comisión Colombiana de Juristas, luego de analizar 40 sentencias de restitución de 
tierras, estableció que en 29 de ellas las empresas opositoras no adquirieron la propiedad con 
buena fe exenta de culpa (2017). Es así como, en dicho análisis se evidencian las posibles 
relaciones entre la adquisición de la tierra por parte de empresas y las dinámicas del conflicto 
armado interno, ligado a intereses económicos por el dominio de la tierra y los recursos 
naturales, configurándose de esta forma la relación entre tierra, despojo y desplazamiento 
forzado. 
 
Si bien los tribunales de restitución de tierras no establecieron la responsabilidad empresarial 
en materia de derechos humanos frente a más de 12 empresas que se vieron inmersas en los 
procesos de restitución de tierras ubicadas en zonas como Bagado (Chocó), Carmén de 
Bolivar (Bolivar), Mutatá (Antioquia), San Onofre (Sucre), las mismas no probaron la buena 
fe exenta de culpa, lo que llevó a la negación de la compensación y a consecuencias jurídicas 
como la imposibilidad de celebrar contratos de arrendamiento con las víctimas y la pérdida 
de los proyectos. En otros casos, los tribunales reconocieron el vínculo entre el conflicto 
armado y la apropiación por parte de poderes económicos como los empresariales (Comisión 
Colombiana de Juristas, 2017). 
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Otro de los factores relacionados con la tierra y el conflicto es el narcotráfico. Ya que esta 
dinámica generaliza la violencia, aumenta el desplazamiento debido a la confrontación por 
el territorio entre guerrilla, narcotráfico y fuerza pública; en razón a las economías ilícitas, el 
contrabando, el interés de narcoparamilitares y guerrillas en las rentas de esas actividades. 
En efecto, desde comienzos del conflicto armado el narcotráfico también ha estado ligado a 
la problemática de la tierra. En razón a la lucha por el dominio territorial, el acceso a recursos 
estratégicos lo que ha llevado a que campesinos, indígenas, comunidades negras hayan 
sufrido el desplazamiento forzado de sus tierras. Los grandes narcotraficantes han realizado 
compras masivas de predios rurales para varios objetivos: lavar el dinero ílicito, contar con 
infrestructura para la operación de dicha actividad, acumular y concentrar tierras 
valorizables, establecer rutas y corredores estratégicos y disponer de áreas de seguridad 
(Ibañez & Querubín, 2004). 
 
Pero, ¿cuál ha sido el impacto de la compra de tierras por narcotraficantes? Uno de los 
impactos ha sido el financiamiento a los grupos paramilitares, los cuales han despojado a 
cientos de víctimas en zonas como el Magdalena medio, Antioquia, la costa norte, el 
nororiente y sur, entre otras regiones (Comisión Colombiana de Juristas, 2019).  Igualmente, 
la compra masiva de las tierras ha contribuido a acrecentar las cifras de concentración de la 
tierra, reforzando la ganadería extensiva en zonas como el Meta, causando desplazamiento 
de grandes propiedades, y en perjuicio de la agricultura y de la protección de las zonas de 
reserva forestal (Reyes, 2010).  
 
Esa situación ha contribuido a que siga siendo el narcotráfico el combustible del conflicto 
armado en Colombia, por la concentración masiva de tierras y el incremento de los cultivos 
ilícitos en importantes regiones del país. Incremento asociado al despojo de tierras y al 
desplazamiento forzado de personas y comunidades enteras. Es por esto que la titulación y 
la legalización de la tierra no es recurso suficiente para la permanencia de las comunidades 
en sus territorios debido a la falta de presencia y acompañamiento del Estado, ya que los 
narcotraficantes heredan conflictos sociales en las tierras que adquieren, conformando grupos 
de autodefensas que intensifican el conflicto en la región, con el único objeto de mantener el 
control territorial (Carvajal, y otros, 2011). 
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La presencia de narcotráfico en los territorios ha mostrado que es una realidad que se 
encuentra lejos de desaparecer. Al contrario, se fortalece como actividad económica ilegal a 
través de la cual especializa el uso del suelo y lo transforma dependiendo de cada cultivo 
para su comercialización. Así mismo, consolida el dominio de los territorios y esto intensifica 
y dinamiza el conflicto, siendo un factor esencial frente al despojo y la restitución de tierras 
(Carvajal, y otros, 2011). 
 
El contenido del Acuerdo de Paz y su demorado proceso de implementación también ponen 
en evidencia el problema de la tierra y la indiferencia del Estado ante esta situación. El punto 
1 del Acuerdo, “Reforma Rural Integral”, ratifica que el principal problema del conflicto 
exige la intervención estatal en el agro colombiano. Ello en la medida que los objetivos de 
este punto están encaminados a transformar las condiciones que originaron y permitieron la 
continuación del conflicto armado, a través de una real transformación del mundo rural que 
permita reducir la inequidad en los niveles de acceso a la tierra, así como eliminar la 
marginalidad y la pobreza de nuestros campesinos. En efecto, muchos de los compromisos 
suponen la democratización de la tierra, la participación de los campesinos a través de los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial, la provisión de bienes rurales, la 
sustitución voluntaria de cultivos de uso ilícito, entre otras medidas. Es decir, la presencia 
efectiva e integral del Estado en todos los territorios (Kroc, 2019). 
 
Respecto a la persistencia de la indiferencia del Estado ante el problema de la tierra en 
Colombia, las cifras de la implementación de este punto del Acuerdo reflejan la falta de 
compromiso del Estado por el agro ya que, a dos años de implementación de los 104 
compromisos, el 38% no ha iniciado su implementación y únicamente de una forma mínima 
se ha desarrollado el 51%, mientras que de forma completa solo se ha implementado el 2% 
(Kroc, 2019). Lastimosamente, estas cifras evidencian como estos intentos siguen estando 





I.II. El desplazamiento forzado y su relación con el despojo o abandono de tierras 
 
Los intereses por la tierra siguen desarrollando el conflicto armado interno en Colombia y se 
sigue desconociendo la relación que ha tenido el desplazamiento forzado con el despojo. A 
continuación, se analizarán las dimensiones del desplazamiento, la concepción del 
desplazamiento forzado como delito, sus causas, las áreas de expulsión y las modalidades, 
con el fin de resaltar la importancia del derecho a la reparación integral de las víctimas del 
conflicto armado interno a través de la restitución de tierras abandonadas o despojadas. 
 
En cuanto al desplazamiento forzado en Colombia, las cifras más recientes presentadas por 
el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados -ACNUR-, en junio de 
2019, dan cuenta que Colombia desde el 2015 es el país con el mayor número de desplazados 
internos con 7.816.500 personas identificadas, (sin tener precisión del número de desplazados 
exacto, ya que no se encuentran registrados, ni identificados). Estando por encima de Siria, 
Congo, Somalia, Etiopia, Nigeria, Yemen, Afganistán, Sudán del Sur y Sudán (ACNUR, 
2019). Por su parte el reporte del Registro Único de Víctimas de la Unidad para Atención y 
Reparación Integral a julio de 2019 ha dicho que 8.847.047 personas se encuentran en 
situación de desplazamiento (Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Implementación de 
la Ley 1448 de 2011, 2019). Estas dimensiones son el reflejo del alto grado de afectación a 
las víctimas y la manera en la que se invisibiliza el delito de desplazamiento forzado. 
 
Preocupa que desde el 2015 al 2018 Colombia haya mantenido el primer lugar en el número 
de desplazados internos. Lo que significa que ni siquiera el proceso de negociación, la firma 
del Acuerdo de Paz, su implementación y dejación de armas, ha servido para que esta 
disparada cifra disminuya notablemente. En 2018 fueron reportados 118.200 nuevos 
desplazamientos, año en donde por primera vez ocurre un suceso importante en la historia 
legislativa de Colombia al recibir en el Congreso de la República a ocho de los diez exlíderes 
de las FARC designados para el Senado y la Cámara de Representantes (Congreso de la 
República de Colombia, 2017). Con esto el panorama es desalentador, por cuanto se puede 
indicar que la firma del Acuerdo pretendía atender esta problemática. Sin embargo, lo que 
evidencia es que estamos aún lejos de la perspectiva de construir una paz estable y duradera.  
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El desplazamiento forzado también es un delito, en el cual se entrecruzan  propósitos, 
asociaciones y contextos. Todos en torno al interés sobre la tierra y sus réditos. Este delito se 
genera de manera sistemática y generalizada, por cuanto el interés por la tierra también es 
sistemático. Es por eso que, la ejecución del delito de desplazamiento forzado de manera 
masiva, sistemática y sostenido en el tiempo rompe con la lógica de pretender investigar cada 
caso de manera individual y aislada. Por tanto, esta forma de investigación del crimen jamás 
llegará a identificar responsables, y se acrecentará el alto número de impunidad, que ya hoy 
existe.  
 
Combatir el delito de desplazamiento forzado involucra toda la institucionalidad. Se trata de  
encontrar los factores que están detrás de todos los desplazamientos masivos y sistemáticos, 
y de alguna forma contribuir en la neutralización de las mismas para garantizar de manera 
efectiva la protección de los derechos fundamentales de las víctimas de desplazamiento 
forzado. Es importante tener presente lo dicho por la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, al indicar que la tarea del aparato de 
investigación y de juzgamiento no es “la de sencillamente describir la comisión del acto 
criminal, sino la de elucidar la operación de los elementos de la maquinaria criminal” (Office 
of the United Nationes High Commissioner for Human Rights, 2006). 
 
Este delito se da con mayor frecuencia en la población que se encuentra en la ruralidad, y así 
lo demuestran los resultados presentados por la III Encuesta de Verificación Nacional de la 
Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado -en adelante 
CSPPDF- la cual indica, que el origen de la población desplazada es rural; el 55% de la 
población desplazada contaba con tierras y de ellos, el 94% tuvieron que abandonarlas por 
causa del desplazamiento. Esta Comisión estimó que por lo menos hasta hace diez años 
6.638.195 hectáreas habían sido despojadas o abandonadas forzosamente por la población 
desplazada, lo que traduce que por lo menos 3,8 millones de personas han tenido que 
abandonar o fueron sacados a la fuerza de sus predios (Comisión de Seguimiento a la Política 
Pública sobre el Desplazamiento Forzado, 2010). 
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Como lo dice la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre el Desplazamiento 
Forzado, la violencia generalizada que se presenta en la ruralidad alcanza al  85% de la 
población. Las intenciones de apoderamiento del territorio por medio de esta violencia 
generalizada se vislumbra así: el 9% de los casos refieren compras masivas de tierras; al 10% 
le propusieron o realizaron proyectos económicos como minería, obras públicas, actividades 
petroleras; en 8,5% la presencia de proyectos agroindustriales como la siembra de palma, 
yuca, caña, caucho, violencia que también se encuentra cruzada con cultivos de uso ilícito en 
un 27% o de comercio y transporte de esas mismas sustancias en un 24% (2010). 
 
CAPÍTULO II. EL DERECHO DE LAS VÍCTIMAS A LA RESTITUCIÓN DE 
TIERRAS COMO UNA FORMA DE REPARACIÓN INTEGRAL 
 
Luego de analizar el contexto del derecho de las víctimas a la restitución y sus complejidades 
en Colombia, desde la perspectiva de la tierra como eje central en el conflicto armado interno 
en Colombia, se pasará a estudiar el derecho a la restitución de las tierras despojadas como 
una de las formas de reparación integral. También se analizará en esta sección todo lo 
relacionado con el proceso de restitución y las órdenes emitidas por los jueces de restitución 
de tierras, específicamente en lo que tiene que ver con la formalización de predios baldíos. 
 
El principio de reparación integral está guiado por el ideal de restitución integral o plena 
(restitutio in integrum) (Uprimny & Lasso, 2004), que significa que el Estado debe realizar 
todos los esfuerzos posibles con el fin de restituir a la víctima a la situación en la que se 
encontraba antes de la ocurrencia de las graves violaciones; y comprende el restablecimiento 
de la libertad, de los derechos, de la situación social, de la vida familiar, de la dignidad, de la 
identidad, de la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración a la vida 
social y económica, y la devolución de sus propiedades (principios pinheiro) (Comisión de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas, 2005). 
 
Con relación al tema que nos ocupa, la reparación integral no sólo se cumple con la entrega 
material o jurídica de un predio. En efecto, cuando se restituye se deben garantizar los 
principios de voluntariedad, seguridad y dignidad  para que se den las condiciones de retorno 
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o reubicación, que según el artículo 66 de la ley 1448 de 2011 consiste en la decisión 
voluntaria de la víctima de desplazamiento forzado de permanecer en el sitio que hayan 
elegido bajo condiciones de seguridad favorables para que el Estado garantice el goce 
efectivo de los derechos (Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
Con el fin de garantizar el retorno de las familias que han sufrido el delito de desplazamiento 
forzado y que hoy por hoy siguen siendo víctimas del conflicto armado interno en Colombia, 
el Estado, a través de la promulgación de la ley 1448 de 2011, contempló una serie de 
medidas de reparación integral “la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y 
simbólica. Cada una de estas medidas será́ implementada a favor de la víctima dependiendo 
de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante” (Congreso de 
la República de Colombia, 2011). Medidas dentro de las que se destaca la restitución, por ser 
el objeto de estudio de esta investigación, además de ser la medida de reparación preferida 
para casos de violaciones que afecten los derechos patrimoniales de las víctimas del delito 
de desplazamiento forzado (Uprimny & Sanchez, 2010). 
 
El derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno a través del 
proceso de restitución de tierras abandonadas o despojadas, persigue tres finalidades 
principales: i) la identificación de los predios que han sido despojados por zonas plenamente 
georreferenciadas que permita una intervención microfocalizada dependiendo la región del 
país; ii) la centralización a través de la creación de un registro único el cual sirve como 
instrumento para la inscripción de todas las personas que fueron despojadas de sus tierras u 
obligadas a abandonarlas y su relación jurídica con estas; y, iii) la restitución del derecho de 
propiedad, posesión o tenencia del baldío al solicitante a través de un procedimiento 
administrativo y judicial, regido por los principios de prevalencia constitucional y justicia 
transicional (Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
La ley 1448 de 2011, como norma de orden público, de carácter temporal y especial, 
identifica como beneficiario del proceso de restitución de tierras a la víctima del conflicto 
armado interno que ha sufrido desplazamiento o despojo forzado de un predio explotado en 
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calidad de propietario, poseedor, tenedor u ocupante de un baldío (sobre el que no se ha 
solicitado adjudicación a la Agencia Nacional de Tierras, antes Incoder), el cual se encuentra 
dentro de la zona de georreferenciación catalogado como zonas de conflicto armado en 
Colombia. Se pretende con la medida de reparación integral, el restablecimiento del derecho 
patrimonial y abarca la protección de derechos como el de salud, eduación, reubicación y 
vivienda, y eventualmente ante la imposibilidad del retorno, compensar o reubicar en otro 
territorio a la víctima (Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
No obstante lo anterior, el último informe presentado en el 2019 al Congreso de la República 
de Colombia por la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la implementación de la Ley 
1448 de 2011 indica una deficiencia en la obligación de garantía de los derechos de las 
víctimas, principalmente en la etapa de posfallo relativa al cumplimiento de las órdenes, lo 
que implica un mayor reto, ya que de las 23.065 órdenes que han impartido los jueces, las 
relativas a compensación de víctimas, medidas de atención a segundos ocupantes y 
compensación de terceros, son las que presentan un menor avance de cumplimiento el cual 
ni llega al 50%, a pesar que la ley 1448 de 2011 estableció la ejecución de las medidas 
garantizando una restitución con vocación transformadora, el seguimiento de las órdenes en 
posfallo a cargo de los jueces y magistrados, hasta la fecha no ha resultado efectivo 
(Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Implementación de la Ley 1448 de 2011, 2019). 
 
II.I. Del proceso de restitución y de las órdenes emitidas por los jueces de restitución de 
tierras, específicamente la formalización de predios baldíos 
 
El proceso de restitución de tierras surge dentro del contexto de justicia transicional, lo que 
ha permitido el diseño de mecanismos de flexibilización de las rigurosidades procesales, en 
prevalencia del derecho sustancial. Esto con el propósito de que para la víctima le sea más 
fácil acreditar lo que ha perdido y lograr el restablecimiento de los derechos (Congreso de la 
República de Colombia, 2011). 
 
La ley 1448 de 2011 crea un procedimiento legal de carácter especial para lograr la restitución 
jurídica y material de las tierras a los despojados y desplazados. Este procedimiento cuenta 
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con dos fases. La primera fase es la etapa administrativa en la que se busca la inscripción en 
el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente (RTDAF), cuyo actor 
principal es la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas (UAEGRTD). La segunda fase la compone la acción judicial que se adelanta ante 
los jueces de restitución de tierras en la que se pretende obtener el reconocimiento a la 
protección de los derechos a la reparación integral a través de una sentencia (Congreso de la 
República de Colombia, 2011). Pero este proceso largo no termina acá. En la etapa posfallo 
intervienen varios actores al proceso, quienes permiten que se lleve a cabo el cumplimiento 
de lo ordenado en los fallos judiciales. 
 
La etapa administrativa, que se lleva a cabo por la UAEGRTD, inicia con la recepción de la 
solicitud de inscripción en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente. 
Para definir si procede o no la inscripción, le corresponde a la Unidad analizar el 
cumplimiento de tres requisitos: i) si los hechos victimizantes que narra el solicitante 
ocurrieron como consecuencia del conflicto armado entre el 01 de enero de 1991 hasta el 10 
de junio de 2031 (Congreso de la República de Colombia, 2011); ii) si el solicitante o su 
nucleo familiar fueron poseedores, propietarios u ocupantes del predio del cual solicitan la 
restitución; y, iii) la  existencia de la relación entre los hechos de abandano y despojo narrados 
por el solicitante con el conflicto armado (Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
Para el análisis de los anteriores requisitos, la Unidad realiza un proceso de recolección de 
pruebas, en donde intervienen múltiples actores, puesto que se debe obtener información 
sobre: la conformación del núcleo familiar durante el despojo o abandono de tierras; el 
cónyuge, compañero permanente con quien se haya tenido convivencia marital o de hecho al 
momento en el que ocurrieron los hechos de violencia, o las amenazas; la ubicación del 
predio, cabida y linderos; la relación jurídica entre los solicitantes y el predio; los hechos de 
violencia sufridos o presenciados por la comunidad que conllevaron al desplazamiento, 
abandono o despojo; las circunstancias de tiempo, modo y lugar de despojos o abandono de 
predios, sean individuales o colectivos; y la presencia y situación de ocupantes en los predios 
(Congreso de la República de Colombia, 2011). 
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Una vez la Unidad cuenta con los elementos suficientes para demostrar el cumplimiento de 
los requisitos decide si es procedente o no la inclusión del predio en el Registro de Tierras 
Despojadas y Abandonadas Forzosamente. Decisión de suma importancia por cuanto 
constituye el requisito de procedibilidad para acudir a los jueces de restitución de tierras 
(Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
Con esto, se pasa a la segunda fase del proceso de restitución de tierras que se tramita ante 
los jueces o magistrados civiles especializados en restitución de tierras que, según el artículo 
79 de la ley 1448 de 2011, tienen competencia en única instancia sobre los procesos de 
restitución y de formalización de títulos de despojados y de quienes abandonaron en forma 
forzosa sus predios (Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
La jurisdicción especializada de tierras, creada en el marco de la justicia transicional, tiene 
competencias tanto para adjudicar tierras, como para cuestionar la validez y eficacia de 
algunos actos y actuaciones administrativas sobre adjudicaciones realizadas durante el 
conflicto armado, por despojo administrativo. Esto para tratar de superar las masivas 
violaciones a los derechos humanos respecto de las dinámicas históricas de apropiación de 
la tierra como lo son: la desigualdad histórica en el acceso a la tierra, el despojo de tierras o 
abandono masivo durante el conflicto armado, el desplazamiento forzado y el despojo 
jurídico (Martín Peré, 2020). 
 
Existe una variedad de órdenes en las sentencias proferidas por los jueces de restitución de 
tierras con las cuales se busca garantizar el goce efectivo de los derechos de las víctimas. Se 
ha podido identificar por lo menos seis categorías de órdenes emanadas por los jueces de 
restitución de tierras: órdenes relacionadas con la restitución jurídica del predio; con la 
entrega material de los predios y retorno; con el goce efectivo de los derechos; con asuntos 
ambientales, extractivos y agroindustriales; con enfoque diferencial; y las medidas 
relacionadas para el seguimiento del fallo (Gonzalez, y otros, 2018).  Para que se puedan 
cumplir todas estas órdenes, primero se debe acatar la orden de formalización de la propiedad 
rural a favor de las víctimas.  
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Dentro de las medidas para la restitución jurídica y material de las tierras a los despojados y 
desplazados, la ley 1448 de 2011 indica que en el caso de bienes baldíos se procederá con la 
adjudicación del derecho de propiedad del baldío si durante el despojo o abandono se 
cumplieron las condiciones para la adjudicación (Congreso de la República de Colombia, 
2011, Art. 72). No todos los baldíos son susceptibles de ser adjudicados y su limitación 
obedece a la naturaleza y ubicación de los mismos, problema que se abordará en la siguiente 
sección.  
 
La materialización de la orden relativa a la formalización del predio restituido a favor de los 
reclamantes permite que se cumpla de manera integral el derecho a la reparación. Y, en 
consecuencia, que no se postergue el cumplimiento de las otras órdenes emanadas en los 
fallos de restitución de tierras. Como lo son: la entrega de subsidios, vivienda, 
implementación de proyectos productivos, y que se cumpla con la garantía real y efectiva de 
la restitución material a través de la entrega material del predio (Gonzalez, y otros, 2018).  
 
Por el contrario, prolongar el cumplimiento del acceso de la propiedad a través de la 
formalización de los predios restituidos impide que se cumplan las órdenes restantes, pues se 
considera, que su cumplimiento surge de manera consecutiva. En caso de que ese no se dé el 
acceso a la propiedad, se generaría el efecto domino frente a las restantes órdenes y en 
especial respecto al reconocimiento real y efectivo de los derechos de las víctimas.  
 
En efecto, con la ley 1448 de 2011 se intentaba superar el mero reconocimiento formal del 
derecho a la restitución para, en cambio, satisfacer una amplia gama de derechos 
prestacionales, bajo el principio de progresividad y en concordancia con los principios de 
estabilización y de seguridad jurídica. Es así como, se obliga a que la restitución se traduzca 
en el acceso al derecho de propiedad con el propósito de solucionar y superar los índices de 
informalidad en la tenencia de la tierra de la población campesina víctima del conflicto 
armado (Cruz & Guzman, 2016). 
 
Para un sector, la formalización del acceso a la propiedad como garantía del derecho a la 
reparación de las víctimas se efectúa a través de las sentencias de restitución de tierras 
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(Fuentes, 2011) las cuales refiere de manera definitiva aspectos relacionados con la 
propiedad, posesión del bien u ocupación del baldío (Congreso de la República de Colombia, 
2011, Art. 91), por ello la sentencia constituye en sí el título de propiedad suficiente.  
 
Sin embargo, para otros, si bien las sentencias realizan declaraciones que garantizan los 
derechos de reparación a las víctimas, también emiten órdenes judiciales dirigidas a ciertas 
entidades del orden nacional y territorial para que se reconozcan y formalicen “los derechos 
de propiedad sobre la tierra para las personas restituidas: que comprende la expedición de 
títulos de adjudicación, actualización de datos cartográficos, números de matrícula e 
inscripción predial” (Suárez, 2019). Bajo este supuesto traslada el acto jurídico de la 
formalización de la propiedad a otros actores.  
 
En la práctica, pese a la inscripción de la sentencia en el folio de matrícula inmobiliaria, al 
tratarse de la formalización de predios baldíos, la Agencia Nacional de Tierras tiene un papel 
relevante frente a las decisiones establecidas en los fallos de restitución de tierras. Se 
involucra un actor mas en está lógica de reparación a las víctimas y su papel consiste en 
expedir la resolución a través de la cual se adjudica el baldío al campesino reconocido como 
víctima del conflicto armado. Por lo que el cumplimiento de está orden a través de la 
expedición de dicho acto administrativo es imprescindible para garantizar la restitución 
jurídica del predio. Además de este requisito depende la posibilidad de cumplimiento de otras 
órdenes como ya se menciono (Gonzalez, y otros, 2018). 
 
La Comisión Colombiana de Juristas refiere que le corresponde a la Agencia Nacional de 
Tierras mediante un acto de cumplimiento materializar la orden emitida por los jueces de 
restitución de tierras en sus sentencias. Y no le corresponde realizar un nuevo estudio de 
adjudicación (Gonzalez, y otros, 2018). Afirmación con la que no se está de acuerdo ya que 
la Agencia de Tierras tiene que analizar aspectos técnicos relativos a los predios para emitir 
el acto administrativo de adjudicación en cumplimiento de la orden judicial. El literal g del 
artículo 91 de la ley 1448 de 2011, establece que, en el caso de baldíos, se ordenará al 
INCODER -hoy Agencia Nacional de Tierras- la realización de las adjudicaciones de baldíos 
a que haya lugar.  Con el fin de darle cumplimiento a este precepto, al momento de proferir 
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el acto administrativo a través del cual ordena la adjudicación del baldío, la Agencia Nacional 
de Tierras no expide un mero acto de cumplimiento a orden judicial, sino que le corresponde 
analizar los presupuestos fácticos y jurídicos que se encuentran en la sentencia, en armonía 
con las facultades legales estatutarias establecidas en el artículo 65 de la ley 160 de 1994, y 
el decreto 2363 de 2015. 
 
La adjudicación que realiza la Agencia Nacional de Tierras, en cumplimiento de las 
sentencias emitidas por los jueces de restitución de tierras, se encuentra sujeta a las 
disposiciones que regulan la titulación de terrenos baldíos. Le corresponde a la Agencia 
Nacional de Tierras revisar y validar que la orden de adjudicación de los baldíos emanada en 
el fallo judicial cumpla con los requisitos técnicos establecidos en la ley 160 de 1994. Puesto 
que la propiedad de los terrenos baldíos adjudicables sólo pueden adquirirse mediante título 
traslaticio de dominio otorgado por el Estado a través de la Agencia Nacional de Tierras. Lo 
que significa que la mera sentencia no constituye por si solo el título mediante el cual pende 
la formalización del derecho a la propiedad (Congreso de la República de Colombia, 1994). 
Mas adelante también mencionarémos como esto hace parte del problema.  
 
Frente a esto se presentan obstáculos de carácter formal y material respecto del cumplimiento 
de las sentencias. Los cuales se pueden categorizar en cinco grandes grupos: 1. La 
imposibilidad de restituir tierras en zonas ambientalmente protegidas; 2. Los conflictos de 
uso, zonificación ambiental; 3. La imposibilidad de restituir tierras en zonas míneras o de 
formalizar tierras mediante la adjudicación de baldíos que se encuentren en un radio de dos 
mil quinientos (2.500) metros alrededor de las zonas donde se encuentran procesos de 
explotación de recursos naturales no renovables; 4. La imposibilidad de restituir tierras 
cuando existen o se superponen a los proyectos agroindustriales; y, 5, La imposibilidad de 
restituir tierras en las zonas donde se pretende construir megaproyectos u obras públicas 
(Comisión Colombiana de Juristas, 2019). Siendo el punto 3 el objeto de la presente 
investigación, el cual será analizado en la siguiente sección.  
 
Este proceso largo se enfrenta al final con un problema y es el planteado en la presente 
investigación, ya que una de las entidades que termina de perfeccionar este proceso es la 
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Agencia Nacional de Tierras, quien se encuentra con el obstáculo previsto en el literal a del 
parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 que impide la posibilidad de adjudicar 
baldíos en virtud del proceso de restitución de tierras ubicados a más de 2,5 km de radio de 
predios en donde se realizan procesos de explotación de recursos naturales no renovables, tal 
como veremos a continuación.  
 
CAPÍTULO III. LA EXISTENCIA DEL LITERAL A DEL PARÁGRAFO 1 DEL 
ARTÍCULO 67 DE LA LEY 160 DE 1994 Y EL CONOCIMIENTO TARDÍO DE 
ESTA DISPOSICIÓN POR LOS OPERADORES JURÍDICOS COMO 
OBSTÁCULOS PARA LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS  
 
Con la intención de continuar con el análisis propuesto, en el presente capítulo se analizará 
en detalle el problema de la presente investigación respecto a la existencia y el conocimiento 
tardío (por los operadores judiciales) del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 
de 1994 como obstáculo para la restitución de tierras. Lo que nos conducirá a preguntarnos 
y estudiar las razones y fundamentos de la existencia de dicha disposición. Y demostrar de 
qué manera esto impide el goce efectivo de los derechos a la restitución de tierras de las 
víctimas del conflicto armado.  
 
La disposición normativa anteriormente citada impide adjudicar baldíos que se encuentran 
dentro de un radio de 2,5 km de zonas donde se adelanten procesos de explotación de recursos 
naturales no renovables; entendiéndose por estos, materiales fósiles útiles y aprovechable 
económicamente presentes en el suelo y subsuelo, dejando por fuera los materiales de 
construcción y las salinas tomando como punto para contar la distancia la boca de la mina 
y/o el punto de explotación petrolera (Congreso de la República de Colombia, 1994. Art. 67). 
 
Esto significa que cuando un predio se encuentra dentro del radio de 2,5 km de zonas donde 
se adelanten procesos de explotación de recursos naturales no renovables no son susceptibles 
de adjudicación, aún cuando el juez de restitución de tierras haya declarado y reconocido el 
derecho al acceso a la propiedad. Está situación en Colombia es preocupante ya que como se 
indicó en el capítulo primero, los predios con altos índices de desplazamiento forzado, 
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despojo, abandono forzado, están ubicados en las mismas zonas en donde se adelantan 
procesos de explotación de recursos naturales no renovables, y al encontrarse en las mismas 
zonas, el radio de los 2,5 km los cobija y por ende estos predios quedan excluídos de los 
procesos de restitución de tierras. Lo que implica que ni siquiera desde la Unidad de 
Restitución de Tierras se inicie el proceso en fase administrativa respecto de este predio.  
 
Al consultar el Geovisor de la Agencia Nacional de Hidrocarburos, -herramienta que permite 
visualizar gráfica y dinámicamente capas de información- se puede observar a través del 
mapa de tierras el estado de las áreas disponibles en Colombia frente a las áreas asignadas 
con contratos de hidrocarburos, las áreas reservadas, y las que se encuentran dentro del 
procedimiento permanente de asignación de áreas (Agencia Nacional de Hidrocarburos, 
2020) áreas que bloquean el territorio colombiano en un 79.6% viéndose afectados mas de 
cinco millones de campesinos con la destinación de esas extensiones de tierra (Senado de la 
República, 2012). Información que se presenta a través de bloques de exploración, y al 
confrontar la dimensión de las áreas disponibles respecto al radio de 2,5 km establecido en 
la norma objeto de estudio, se traslapa con estas áreas protegidas, lo que en consecuencia 
deviene en la imposibilidad de proceder con la adjudicación de los baldíos ordenados por los 
jueces de restitución de tierras.  
 
Esto significa que si al medir la distancia del predio susceptible de restitución en un radio de 
2,5 km y se traslapa con algún bloque señalado en las capas territoriales que para tal efecto 
tienen las Agencias de Hidrocarburos y de Minería en el geo-portal surge una razón que 
imposibilita a la Agencia Nacional de Tierras emitir el acto administrativo que ordene la 
adjudicación, y en consecuencia no se materializa la orden del juez de restitución de tierras.  
Además de lo anterior, también es muy difícil entrar a determinar el punto de la boca de la 
mina o el punto de explotación petrolera, para contar la distancia de los 2,5 km frente al 
predio objeto de restitución.   
 
Pese a que no están en discusión los derechos y garantías reconocidos en el fallo emitido por 
los jueces de restitución de tierras, la Agencia Nacional de Tierras tiene que entrar a verificar 
aspectos técnicos que permitan una titulación coherente con las normas legales que regulan 
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la materia. Dentro de la verificación técnica que realiza la Agencia con el fin de expedir la 
resolución de adjudicación esta valida aspectos tales como la identificación correcta de los 
predios y que estos no se encuentren inmersos en algunas de las condiciones de 
inadjudicabilidad previstas en el artículo 67 de la ley 160 de 1994 (Congreso de la República 
de Colombia, 1994, Art. 67) y demás normas concordantes. 
 
En efecto, no se pueden adjudicar los baldíos que se encuentren en las siguientes 
circunstancias: las que tienen que ver con bienes fiscales, como los bienes de uso público, 
los que constituyen reserva territorial del Estado (Congreso de la República de Colombia, 
1912); los ubicados en minas de sal y vertientes de agua salada, los playones y sabanas 
inundables; los de protección de reservas forestales; los que se encuentren en zonas de 
amortización de los Parques Nacionales Naturales; las islas, playones y madreviejas, salvo 
que el adjudicatario sea un pescador de bajos recursos (Congreso de la República, 1959); los 
que se encuentran bajo protección a los territorios constituidos o en proceso de constitución 
como propiedad colectiva (Congreso de la República, 1993); los territorios con protección 
por inminencia de desplazamiento forzado o despojo (Congreso de la República de 
Colombia, 2011); los que se encuentran ubicados en un radio de 2.5 kilómetros de las zonas 
en donde se realizan explotación de los recursos naturales no renovables, fósiles del suelo y 
del subsuelo; los baldíos ubicados a los alrededores de las carreteras del sistema vial, según 
las fajas establecidas en cada caso (Congreso de la República de Colombia, 1994).  
 
Esta problemática no es evidente por cuanto los operadores jurídicos al momento de expedir 
las sentencias desconocen el contenido de la norma del artículo 67 y, como se expuso antes, 
esta dificultad se presenta al momento de darle cumplimiento a la orden judicial. El problema 
es que los jueces y magistrados deberían advertir la existencia de obstáculos con el fin de 
determinar tempranamente si los derechos a la restitución y al desarrollo de la actividad 
minera entran en colisión o no. Este análisis no se debe hacer con la superposición o traslape 
de los predios con estas zonas mineras, hay que ver mas allá y en razón de lo contemplado 
en el literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 el análisis debería abarcar 
esta distancia que también afecta la adjudicación de los baldíos reconocidos en los fallos de 
restitución. El análisis debería tener en cuenta las afectaciones reales sobre el predio 
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solicitado en restitución, para que con base en ello los jueces y magistrados puedan establecer 
las mejores medidas tanto para las víctimas como para los demás involucrados en el proceso 
(Morris Rada, Bautista, & Davila, 2020). 
 
Analizando las cifras que muestra la Unidad de Restitución de Tierras frente a los informes 
presentados por la Comisión de Seguimiento de la Política Pública de Desplazamiento 
Forzado (CSPPDF), se evidencia que de las 6.638.195 hectáreas estimadas como despojadas 
solamente el 5,7%, que corresponde a 380.832 hectáreas (Ministerio de Agricultura. Unidad 
de Restitución de Tierras, 2020), se encuentran reconocidas en sentencias de restitución de 
tierras. Y este análisis contemplado en el papel, es decir en las sentencias, porque frente al 
efectivo cumplimiento las cifras no guardan la real proporción. Así las cosas, el cumplimiento 
efectivo de las órdenes proferidas por los jueces de restitución es diferente a lo que muestran 
esas cifras. Incumplimiento sistemático de los fallos de restitución que obedece en gran 
proporción a las circunstancias fácticas de los predios.   
 
El principal efecto que produce la norma objeto de análisis, de cara a los derechos a la 
reparación integral de las víctimas, es la imposibilidad jurídica de restituir a través de la 
adjudicación de baldíos. Acá el problema no tiene que ver con la superposición o traslape de 
los predios objeto de restitución con títulos mineros, sobre los cuales en la mayoría de los 
casos los jueces ordenan medidas, tal como lo establece el literal m del artículo 91 de la ley 
1448 de 2011 que facultad al juez para declarar la nulidad de permisos, concesiones y 
autorizaciones para el aprovechamiento de los recursos naturales que se hubieran otorgado 
sobre el predio respectivo (Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
El problema de investigación lo constituye la existencia de la norma del literal a del parágrafo 
1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 al establecer como límite para la adjudicación de 
baldíos un radio de 2,5 km, lo que hace que se emitan fallos imposibles de cumplir. Esta 
situación se evidencia solamente cuando la Agencia Nacional de Tierras realiza la 
georreferenciación del predio en donde se encuentra con la reserva de enormes bloques 
territoriales para el desarrollo de la actividad minera a una distancia de 2,5 km de radio. En 
virtud de ello le comunica a la autoridad judicial mediante un informe de imposibilidad y el 
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juez conforme a la competencia atribuida en los artículos 91 y 102 de la ley 1448 de 2011 
entra a modular el fallo de restitución de tierras, que busca garantizar el goce efectivo de los 
derechos de la víctima, haciendo que proceda la restitución por equivalencia o por 
compensación, por razones que imposibilitan la restitución jurídica de los predios solicitados 
(Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
La existencia de la norma o el conocimiento tardío de está disposición por parte de los 
operadores judiciales es un problema que afecta la política de restitución de tierras ya que, si 
bien la Ley 1448 de 2011 contempla unos términos perentorios para el desarrollo del proceso 
de restitución descrito en la sección anterior -el cual dura de 8 a 10 meses-, la realidad nos 
ha mostrado que el proceso de restitución de tierras demora más de 5 años. El llegar a conocer 
la existencia del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 en la etapa 
posfallo (5 años después de iniciar todo el trámite) atenta contra el goce efectivo de los 
derechos de las víctimas del conflicto. Como se verá en el cuarto capítulo.  
 
Es por lo anterior que, la política de restitución de tierras abandonadas o despojadas reviste 
gran preocupación dado el discreto avance en su desarrollo. Lo anterior debido a las distintas 
vicisitudes que debe afrontar este proceso que impiden la restitución efectiva de las tierras, 
dado los altos niveles de ocupación (ocupantes de buena fe exentos de culpa), las oposiciones, 
el temor de las víctimas al reintegro, las imposibilidades ambientales, de minería, de 
proyectos agroindustriales; que hacen que se deba pensar en un programa agresivo de 
formalización de tierras (Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre el 
Desplazamiento Forzado, 2016). Y lo que es más importante, dado el obstáculo insuperable 
que plantea el literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994. 
 
Así las cosas, y de cara a la anterior realidad, surgen las siguientes preguntas: ¿cuáles eran 
las finalidades del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994? ¿Qué estaba 
pensando el legislador cuando aprobó esta norma? Para dar respuesta a estos interrogantes, 
en la siguiente sección analizáremos las razones que motivaron al legislador a dar origen a la 
disposición normativa cuestionada, para ver si dichas razones tienen en consideración o 
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resultan ser más relevantes que las que motivaron el proceso de restitución de tierras a las 
víctimas del conflicto armado colombiano que sufrieron desplazamiento y despojo.  
 
III.I. Razones de ser del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 
 
Cuando se propuso el proyecto de ley que dio lugar a la ley 160 de 1994 se dispuso en la 
exposición de motivos, como una razón fundamental para la limitación de las áreas 
adjudicables de los terrenos baldíos, prevenir la concentración de la propiedad. Sin embargo, 
vale la pena indicar que no se hizo mención ni en el proyecto de ley, ni en la exposición de 
motivos, a ningún límite de adjudicabilidad cuando se adelanten procesos de explotación de 
recursos naturales no renovables (Cámara de Representantes, 1992).  
 
En un comienzo se consideraba que para la fijación de los límites adjudicables se tuvieran en 
cuenta aspectos tales como los estudios técnicos y de ordenamiento territorial que existían, o 
que eran elaborados para tal fin en las diversas regiones del país, en las cuales se consideraba, 
además, la concentración de la propiedad territorial existente en cada una de ellas. Para tal 
efecto, el proyecto de ley facultaba a la Junta Directiva del Incora a la elaboración de 
reglamentaciones en donde se tuvieran en cuenta las características agrológicas, ecológicas, 
fisiográficas y topográficas, las cuales debían determinar en cada caso, la superficie real 
requerida para lograr una explotación rentable. Se buscaba con esto prevenir la concentración 
de la propiedad y permitir la adjudicación de los baldíos en virtud del derecho que se adquiere 
a través de la explotación (Cámara de Representantes, 1992). 
 
Otro de los argumentos previstos para la fijación de los límites de adjudicabilidad de baldíos 
conforme al enfoque territorial y partiendo de las condiciones especiales de cada una de las 
regiones correspondía a la protección de los recursos naturales renovables en el manejo de 
las tierras de la Nación.  Por ejemplo, se buscaba que al campesino se le adjudicará sabanas 
quienes a través de la implantación de pastos artificiales o cultivos comerciales y siguiendo 
las reglamentaciones de la Junta Directiva podían explotar los predios, manteniendo la 
protección de los recursos naturales renovables (Cámara de Representantes, 1992). 
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Con el proyecto de ley de 1992, no se estableció un límite de distancia para la adjudicación 
de los predios, entre estos y las zonas donde se adelantan procesos de explotación de recursos 
naturales no renovables de manera general para todo el país. Los límites se determinaban 
conforme a la concentración de la propiedad territorial, índices de producción y 
productividad, aptitud y sostenibilidad de la región. Lo que conforme a lo dicho en la 
exposición de motivos permitiría acceder a más propiedades al campesino buscando la real 
explotación de los mismos. Innovación importante para esa época ya que se adjudicarían 
baldíos con aptitud agropecuaria, en desarrollo del principio constitucional de la función de 
la propiedad (Cámara de Representantes, 1992). 
 
Durante el debate legislativo, dicho propósito cambió. Se discutió el proyecto de ley de 
manera aislada sin enfocarse en estos argumentos de orden territorial y sin razón alguna se 
estableció la prohibición de adjudicar baldíos dentro de un radio de 5 kilómetros alrededor 
de las zonas en donde se adelanten explotaciones de recursos naturales no renovables (Senado 
de la República, 1994). En ese momento el discurso cambió y el enfoque planteado en el 
proyecto de ley inicial se transfiguró completamente. Ya no importaba el acceso a la 
propiedad para ser explotada por el campesino conforme a las características particulares de 
cada región. Se perdió en el camino el enfoque territorial y el interés se direccionó hacia un 
enfoque de economía nacional en beneficio de las empresas extractivistas, como se verá a 
continuación.  
 
Desde esa óptica, en la primera ponencia presentada por el Senado de la República al 
proyecto de ley 176 de 1994, se dispuso la viabilidad de autorizar reservas a favor de 
entidades públicas en las zonas aledañas a las exploraciones o explotaciones petroleras, 
mineras o proyectos de alto interés nacional y otros de igual significación, por razones de 
orden público o bajos los supuestos de la salvarguardia de la economía nacional. Se optó de 
manera contundente por la protección de estos proyectos cambiando de manera categórica lo 
establecido desde el comienzo en el proyecto de ley presentado ante el Congreso (Senado de 
la República, 1994). 
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La razón de ser de la norma, que en principio buscaba el crecimiento económico del 
campesino a través de la adjudicación de baldíos y el consecuente acceso a la tierra bajo un 
enfoque territorial, conociendo las necesidades de cada región y los tipos de explotación que 
se pueden generar se transfiguró completamente. Las razones se dirigieron hacia el enfoque 
a la protección de los proyectos de alto interés nacional, por razones de “orden público o 
salvaguardia de la economía nacional, y para actividades declaradas de utilidad pública o 
interés social” (Senado de la República, 1994). Dejando de lado nuevamente lo que en un 
primer momento podía ser una de las maneras de cancelar la deuda histórica con el 
campesino. Lo anterior ya que establecer estos límites con el argumento de la economía 
nacional deja de lado todos los conflictos sociales que giran alrededor de la tierra y que hoy 
por hoy se encuentran vigentes. 
 
Trece años después, en el 2007, para configurar el Estatuto de Desarrollo Rural (Congreso 
de la República, 2007) se presentó un cambio significativo con relación a la medida del radio 
que imposibilita la adjudicación de baldíos, buscando reducir dicha distancia de 5 km a 500 
mts. Este intento de reforma del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 
no fue presentado desde el proyecto de ley que dio lugar a la ley 1152 de 2007 (Senado de la 
República , 2006). Solamente en el segundo debate ante el Senado de la República se 
estableció disminuir la medida de distancia entre los predios susceptibles de adjudicación 
frente a las zonas donde se adelantarán procesos de explotación de recursos naturales no 
renovables quedando de está forma aprobada la ley (Senado de la República, 2007). Ley que 
fue declarada inexequible mediante Sentencia C-175-09 en razón a que no se llevó a cabo el 
trámite de consulta previa frente a otras disposiciones que si lo requerían. 
 
Ante la necesidad de realizar ese cambio normativo, en el 2011, la Congresista Alexandra 
Piraquive del partido Mira quizo retomar los postulados que llevaron a la expedición de la 
ley 1152 de 2007, en cuanto a la modificación del radio de distancia que impide la 
adjudicación de baldíos alrededor de las zonas de explotación de recursos naturales no 
renovables. Bajo el argumento de aprovechar las potencialidades del campo, alcanzando un 
modelo socioeconómico sin exclusiones basado en la igualdad de oportunidades y con un 
Estado garante de la equidad social (Senado de la República, 2011).  
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La exposición de motivos establecía que este límite en la distancia para adjudicar tierras, 
restringía la asignación de la propiedad. También indicaba la exposición de motivos que a 
través de la tecnología las compañías petroleras podían detectar con un alto nivel de precisión 
el campo petrolero y, dentro de él, los pozos. Es por esto que no se requería impedir la 
titulación en un área tan grande como son los 5 km, área que puede llegar a ser 7.854 
hectáreas (Senado de la República, 2011). Con esto se buscaba fortalecer la titulación de 
territorios baldíos que permanecían improductivos. 
 
Sin mas argumentos que los referidos anteriormente se dio transcurso en el Congreso de la 
República al debate legislativo. Para el momento en el que se discutió y expidió la ley 1728 
de 2014 ya se encontraba vigente la ley 1448 de 2011. Importante resulta señalar que los 
congresistas dejaron de lado los argumentos relacionados con la política de restitución de 
tierras y nadie trajo a colasión la problemática que encierra el conflicto armado en torno a la 
tierra.  
 
Al contrario, durante el debate legislativo de la ley 1728 de 2014, como si se tratara de una 
subasta, se debatió la distancia permitida para la adjudicación de baldíos que se encontraran 
cerca de las zonas de explotación de recursos naturales no renovables, pasando de debate en 
debate a negociar de 500 mts a 1.000 mts y a 2.500 mts, siendo este último el rango vigente 
(Congreso de la República, 2014) y habiéndose escuchado los argumentos de las carteras de 
Agricultura y de Minas. 
 
El Ministerio de Agricultura manifestó que más de 5 millones de campesinos se verían 
afectados con la destinación de esas extensiones de tierra a la minería. Este ministerio 
consideraba pertinente la modificación de esta disposición normativa, en tanto que se estába 
presentando una problemática social por la inadjudicabilidad de esos baldíos, toda vez que 
los campesinos asentados en esos lugares veían con preocupación cómo se les había 
restringido el derecho a acceder a la propiedad de bienes que habían venido ocupando y 
explotando durante mucho tiempo. Las normas sobre dotación y acceso a tierras, y en 
particular sobre titulación de baldíos, estaban orientadas en gran medida a corregir las 
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restricciones en cuanto a distribución de la tierra, por ello era imprescindible incentivar el 
desarrollo de la agricultura, y formalizar la propiedad y direccionar un progreso económico 
y social desde la orientación de los procesos de ordenamiento territorial (Cámara de 
Representantes, 2013). 
 
Por su parte, el Ministerio de Minas indicó la importancia del sector minero en la economía 
nacional, siendo el sector más sólido aportante a la economía colombiana cuyo nivel de 
crecimiento generaba grandes expectativas para el desarrollo del país. Comparó este sector 
con el sector agropecuario en el sentido de que la industria agricola no obtiene los resultados 
que genera la explotación de minas y canteras, incluso siendo la primera imperceptible frente 
a la explotación de hidrocarburos. Por lo que, para este Ministerio, era inconveniente reducir 
la franja de reserva a la explotación de recursos naturales no renovables, argumentando que 
las actividades mineras requieren de grandes espacios para su desarrollo, y con esa 
disminución se limitaban las actividades de exploración y explotación de estos recursos y se 
afectaba el desarrollo de los proyectos mineros  (Cámara de Representantes, 2013). 
 
Con esto se demuestra que las razones que le asistieron al legislador para concretar la norma 
en los términos que se encuentra hoy prevista no se corresponden con la garantía del derecho 
a la reparación de las víctimas del conflicto armado. En ningún momento se escucharon 
argumentos en defensa de los derechos de las víctimas a la restitución de las tierras, y se 
desconoció el derecho a la formalización de la propiedad en virtud de este derecho.  
 
Luego de analizar cómo el literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 
obstaculiza el cumplimiento de las órdenes de restitución de tierras, así como las razones que 
tuvo el legislador para aprobar la norma, tal como se encuentra concebida hoy en día, en el 
siguiente capítulo se abordará la disposición frente a la realidad, para lo cual se plantea el 





CAPÍTULO IV. EL LITERAL A DEL PARÁGRAFO 1 DEL ARTÍCULO 67 DE LA 
LEY 160 DE 1994 A LA LUZ DEL DERECHO A LA REPARACIÓN DE LAS 
VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO  
 
La existencia del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994, modificado 
por la ley 1728 de 2014, no tendría problema si en Colombia no hubiera más de diez millones 
de hectáreas despojadas. Pero lo que se demostró en los capítulos anteriores es que no existe 
esa dimensión de tierra para restituir y al mismo tiempo la mayoría de los territorios están 
dados en explotación minera. Entonces, ¿cómo se va a restituir la propiedad a las víctimas 
del conflicto? La existencia del paragráfo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 genera una 
profunda contradicción en el contexto de restitución de tierras. 
 
La aplicación de la disposición analizada frente a los derechos a las víctimas conlleva a la 
postergación de las demás órdenes que se encuentran en las sentencias de restitución de 
tierras ya que el cumplimiento de las órdenes se da mediante la mecánica de relevo. Esto es, 
de la orden relacionada con la restitución jurídica y material de los predios surge la orden 
relativa a la asignación de vivienda y de proyectos productivos. Son órdenes que implican 
obligaciones conjuntivas, es decir, requiere de un trabajo coordinado de las instituciones 
quienes deben actuar bajo está dinámica de relevos para lograr su cumplimiento (Morris 
Rada, Bautista, & Davila, 2020, pág. 32). En tales circunstancias, al no cumplir de manera 
efectiva la restitución jurídica y material se retrasa el cumplimiento de las órdenes 
consecuentes, y en casos en los que se debe optar por la modulación del fallo se demora aún 
más la garantía de la reparación integral a las víctimas.  
 
Con la sentencia comienza la verdadera restitución transformadora y efectiva. Con el 
cumplimiento de las órdenes de restitución jurídica y material es que se dan las 
transformaciones necesarias para que la población despojada pueda superar la situación de 
vulnerabilidad en la que se encontraba en relación con los hechos victimizantes (Morris Rada, 
Bautista, & Davila, 2020). Sin embargo, con la imposibilidad de cumplir los fallos los cuales 
son resultado de un largo proceso administrativo y judicial, estos derechos reconocidos en 
papel hace que nuevamente se le esté fallando a las víctimas, se le cree una falsa expectativa 
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de merecimiento de derechos que al final de cuentas no resulta siendo así porque se modula 
su reconocimiento y se otorgan otras medidas de reparación como la compensación o 
equivalencia, con lo que sin duda alguna se está revictimizando a las personas que pretenden 
el derecho a la reparación integral.  
 
Son bastantes las dificultades tanto estructurales como temporales para que las órdenes se 
cumplan. En la etapa de posfallo se trata de resolver conflictos inveterados por la propiedad 
de la tierra y se pretende que esto se haga en el menor tiempo posible con dificultades que 
parten desde la información suministrada en la demanda. Otro problema es el formalismo en 
que se incurre en las solicitudes de restitución, que pueden ser útiles, pero en la mayoría de 
los casos se apartan de las necesidades del caso concreto, con lo que se confirma que las 
acciones transformadoras deben realizarse en la etapa posfallo (USAID. Programa de Justicia 
Para una Paz Sostenible, 2018). 
 
IV.I. La declaración formal de unas finalidades de la norma, que en realidad no se 
materializan 
 
El análisis de esta investigación, respecto del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 
160 de 1994 y del conocimiento tardío del mismo por quienes lo deben aplicar, concluye que 
dicho parágrafo impacta de manera negativa a las víctimas, a la luz del derecho de su derecho 
a la restitución de tierras. El objetivo principal de la restitución de tierras es que las víctimas 
puedan regresar a sus hogares, derecho que se vulnera al permitir que sean terceros y no el 
desplazado quien explote económicamente su propiedad. Afectando las expectativas serias 
que tienen las víctimas sobre sus derechos de propiedad.  
 
En efecto, uno de los obstáculos para el cumplimiento de las órdenes proferidas por los jueces 
de restitución de tierras es la existencia y aplicación del literal a del parágrafo 1 del artículo 
67 de la ley 160 de 1994. Y lo es en la medida que esta prohibición impide que se adjudiquen 
baldíos que se encuentren a 2.5 km de distancia de zonas donde se adelanten procesos de 
explotación de recursos naturales no renovables, lo que imposibilita tanto jurídica como 
materialmente el cumplimiento de los fallos de restitución de tierras.  
 36 
 
Analizar el literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 frente al derecho a 
la reparación integral de las víctimas en cuanto a la restitución de tierras permite identificar 
el choque entre estas disposiciones y las razones tan disimiles de la existencia de cada una 
de ellas. Como se vio en el capítulo anterior, el legislador dijo tener unas razones que 
fundamentan la existencia del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 en los términos que se 
encuentran hoy en día previstos. En primer lugar, la finalidad de la disposición normativa 
consistía en la prevención de la concentración de la propiedad, en segunda medida buscaba 
la protección de los recursos naturales renovables y como última razón estaba el interés por 
la economía nacional -que al final resultó ser el más contundente. Nos preguntamos si las 
demás razones fueron esbozadas de manera formal y aparente sin que el legislador estuviera 
determinado a hacerlas realidad. 
 
En la práctica, la norma solamente se traduce en el beneficio de las empresas extractivistas. 
Plantear que se establezca la medida de 2.5 km con el fin de prevenir la concentración de la 
propiedad es una razón formal pero no real. Conforme lo dicho en el capítulo primero, el 1% 
de los predios de mayor tamaño tienen en su poder el 80 % de la tierra colombiana, mientras 
que el 20 % de tierra restante se reparte entre el 99% de las fincas. Lo que demuestra que hay 
una finalidad declarada en la norma pero que a todas luces no es la finalidad real, ya que estás 
cifras de desigualdad en el acceso a la propiedad se han mantenido desde el año 1950 hasta 
nuestros días.  
 
La razón planteada por el legislador relacionada con la protección de los recursos naturales 
renovables también resulta siendo una razón formal, por cuanto existe una serie de normas 
que protegen los recursos naturales renovables, que determinan una medida de 
amortiguamiento en el caso de los predios colindantes a estas zonas y que también permiten 
la explotación bajo las medidas de conservación de los recursos naturales renovables, por 
tanto se considera que también es una razón insuficiente.  
 
En cuanto a la protección de la economía nacional, se considera que es la única razón que 
demuestra el porque el gobierno sostiene el límite de adjudicación de baldíos en 2,5 km. Ya 
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que con esta restricción solamente se fomenta la economía en cabeza de unos pocos y con 
base en estos argumentos no se garantizan los postulados de restitución de tierras. Como 
quedó demostrado las zonas de exploración y de explotación ocupan áreas que bloquean el 
territorio colombiano en un 79.6% viéndose afectados mas de cinco millones de campesinos 
con la destinación de esas extensiones de tierra (Senado de la República, 2012).  
 
La norma como se encuentra contemplada impide que se acceda a la titularidad de los predios 
en virtud del reconocimiento que se realiza en el proceso de restitución de tierras, ya que el 
79,6% del territorio colombiano es una dimensión mayor, aunado al hecho que las zonas en 
donde se presentaron el despojo, abandono y desplazamiento forzado coinciden con las zonas 
en donde se adelantan procesos de explotación de recursos naturales no renovables, y es muy 
difícil entrar a determinar el punto de la boca de la mina o el punto de explotación petrolera, 
para contar la distancia de los 2,5 km frente al predio objeto de restitución.  Esta situación es 
compleja ya que los cruces de información geográfica se realizan a partir de todos los bloques 
del geo-portal, lo anterior por cuanto en el geo-visor no se encuentra información sobre cada 
una de las minas que se explotan o sobre los puntos petroleros de explotación. 
 
Esta medida de 2,5 km limita la adjudicación de baldíos y en consecuencia imposibilita el 
cumplimiento de las órdenes emanadas de las sentencias de restitución de tierras en cuanto a 
la formalización de la propiedad, como garantía de la reparación integral de las víctimas. La 
disposición objeto de la presente investigación brinda mayores beneficios a las empresas 
extractivistas, les da un blindaje legal para que exploren así no exploten la tierra. De alguna 
manera, les brindan mayores garantías que a quienes sufrieron el conflicto armado interno, a 
quienes en algún momento explotaban dichos territorios, a quienes fueron despojados de los 
mismos. Es por ello que se acrecienta el desarrollo económico de las empresas extractivistas, 
se les sigue brindando oportunidades de sostenibilidad económica explotando la tierra en 
contra de los derechos que le asisten a las víctimas, y amparados en el discurso del interés 
por la economía nacional se protegen los intereses de estás empresas.  
 
El choque entre estás disposiciones tiene un victorioso, y no es precisamente el derecho 
fundamental a la restitución de tierras, que no solo se encuentra amparado por los 
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mecanismos internos, sino por tratados internacionales y múltiples declaraciones que lo 
favorecen. En esta colisión de disposiciones legales resulta vencedor el literal a parágrafo 1 
del artículo 67 de la ley 160 de 1994, ya que por más órdenes y reconocimientos de derechos 
y garantías, y amparado bajo el principio de legalidad, la Agencia Nacional de Tierras no 
puede ir en contra de este postulado y tiene que regir su actuación a las normas que gobiernan 
el acceso a la tierra. 
 
En conclusión, el proceso de restitución y de reparación integral, que persigue la ley 1448 de 
2011, queda sometido a lo dispuesto en el literal a parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 
de 1994, dejando de lado el reconocimiento formal del campesinado como sujeto de especial 
proteccíón. Y aun cuando el juez busca la protección de los derechos a la reparación integral, 
su acción resulta contradictoria de esa finalidad, porque la existencia del parágrafo o el 
conocimiento tardío del mismo  imposibilita el goce efectivo de los derechos de las víctimas. 
Es por esto que se considera que se está fecundando aún mas la desvalorización del 
campesino en Colombia al privilegiar el modelo económico del empresario, como se 
analizará más adelante.  
 
IV.II. Una expectativa de las víctimas que no se corresponde con la realidad  
 
Siempre se pensó que la ley de víctimas y restitución de tierras buscaba establecer un 
conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y 
colectivas a favor de las víctimas del conflicto armado interno, dentro de un marco de justicia 
transicional que posibilite hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación con garantía de no repetición, de manera que se reconozca su condición de 
víctimas y se dignifique a través de la materialización sus derechos constitucionales 
(Congreso de la República de Colombia, 2011. Art 3).  
 
Estas víctimas han tenido que sufrir toda clase de violaciones, entre las que se encuentran el 
despojo de tierras, el abandono forzado y el desplazamiento forzado. Víctimas que han tenido 
que desprenderse de sus predios y que buscan en la restitución de tierras los mecanismos 
necesarios para la dignificación de su vida, la inclusión social y la protección del Estado, con 
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el fin de llegar al disfrute pleno y sostenible de todos los derechos vulnerados. Como se 
expuso antes, una de las medidas de reparación integral lo constituye la restitución de tierras; 
proceso largo que se encuentra establecido en dos fases y que en últimas pretende el 
restablecimiento de los derechos de propiedad o posesión, según el caso (Congreso de la 
República de Colombia, 2011. Art 72). Con esto se busca garantizar por lo menos la 
materialización de alguna de las medidas del derecho a la reparación, y es a través de la 
entrega del predio que se cumpliría dicho propósito.  
 
Como ya se dijo, el proceso de restitución de tierras pareciera terminar con la sentencia que 
profieren los jueces de restitución de tierras después de un proceso largo que termina con la 
intervención de la Agencia Nacional de Tierras, quien debe materializar la orden relativa a 
la adjudicación de los baldíos por orden de los jueces de restitución. Por lo que vale la pena 
preguntarnos si ¿con el mero hecho de contar con la sentencia se cumplen con los postulados 
y las expectativas de la reparación integral a que tienen derecho las víctimas? 
 
Evidentemente la respuesta es negativa. Ante esta incrucijada se ven expuestos hoy por hoy 
miles de campesinos, contando únicamente aquellos que pudieron avanzar en la primera 
etapa del proceso de restitución y lograron el registro en la fase administrativa ante la Unidad 
de Restitución de Tierras en el Registro de Tierras Despojadas y posterior trámite ante la 
jurisdicción de tierras. Sin contar el sin número de víctimas que tocaron dichas puertas y que 
no fueron abiertas en razón a que sus predios despojados no cumplían con las características 
exigidas para que por lo menos se intentara investigar las razones de la pérdida de sus predios, 
o sencillamente porque se encontraban demarcados dentro de las imposibilidades previstas 
para que prosperara la restitución; v.gr. los predios en donde se ha otorgado derechos por 
parte del Estado a particulares para explorar o explotar recursos mineros. 
 
Si bien, desde el comienzo del proceso se le genera una expectativa a la víctima que pretende 
la restitución del predio, es también cierto que dicha expectativa no se satisface con la 
sentencia que reconoce el derecho fundamental a la restitución y ordena una serie de 
cumplimientos. En ocasiones, todos los derechos que convergen con la restitución de tierras 
se ven en riesgo, ya que no se puede cumplir la orden emanada por el juez, dada la 
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circunstancia de inadjudicabilidad en razón al radio de 2,5 km de zonas donde se adelanten 
procesos de explotación de recursos naturales no renovables. Con este rango la titularidad de 
la acción de restitución de tierras se puede ver restringida, privando de está manera los 
derechos sobre la explotación de la tierra como principal fuente de estabilidad social, laboral, 
económica y familiar (Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de TIerras 
Despojadas, 2014). 
 
De este modo vemos como la expectativa que generan los postulados de la política de 
restitución de tierras hacia las víctimas se encuentra truncada por los diferentes intereses que 
siempre han existido. Intereses alrededor de la tierra, por el uso de la misma, tal como lo 
vimos en el primer capítulo; intereses que han tenido protección legal y que sin lugar a dudas 
entran en colisión con los derechos e intereses de las víctimas, cómo se analizó. Intereses 
poderosos que han servido para dejar de lado la verdadera reparación integral, pese al 
sinnúmero de intentos por favorecer al campesino víctima del conflicto armado interno a 
través de leyes, políticas, instituciones, herramientas y mecanismos que intentan de alguna 
manera saldar está deuda histórica que se tiene hacia ellos y que gira en torno a la tierra y al 
poder en el territorio.  
 
Se dice que se está frente a una expectativa vs realidad de la política de restitución de tierras 
como medida de reparación integral en cuanto a la formalización de la propiedad, por que el 
proceso de restitución de tierras no termina con la sentencia que reconoce los derechos 
fundamentales y, lastimosamente, la expectativa que se le genera a la víctima con este fallo 
judicial no determina el goce efectivo de los derechos y la garantía de reparación integral de 
los derechos a la restitución de tierras, ya que al encontrarse con la aplicación del literal a del 
parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994 lo que la víctima creía seguro en cuanto al 
reconocimiento del derecho se convierte en una incertidumbre que desconoce, desprotege y 
no garantiza las medidas de reparación integral en cuanto a la formalización de la propiedad. 
 
Lo anterior convierte la realidad en un desconocimiento total de los derechos, por cuanto en 
una etapa posterior denominada posfallo se tiene que entrar a derimir este conflicto, lo que 
causa la revictimización de los campesinos que sufrieron no solo el despojo y 
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desplazamiento, sino todo lo que implica el proceso de restitución de tierras durante todos 
esos años y en muchas ocasiones se entra a definir el derecho ya obtenido desde otra 
perspectiva, a través de la compensación o de la equivalencia de predios, lo que permite 
concluir que no se garantiza el goce efectivo de los derechos mediante la restitución.  
 
IV.III. La razón de fondo: la desvalorización del campesinado frente al privilegio del 
modelo económico del empresario 
 
El informe sobre Desarrollo Humano del Programa de las Naciones Unidas de 1996 indica 
que “el propósito del crecimiento económico debe ser enriquecer la vida de la gente. El fin 
es el desarrollo humano; el crecimiento económico es un medio” (Informe sobre Desarrollo 
Humano , 1996). Con esta frase se analizan las relaciones existentes entre desarrollo humano 
y crecimiento económico, en donde se intercambia la relación y se busca a toda costa el 
crecimiento económico ignorando el impacto que el conflicto armado ha tenido en el 
desarrollo humano de los pobladores rurales por mas de cincuenta años.  
 
El reconocimiento del campesinado es una estrategia de reparación de un grupo social que 
ha sido víctima de múltiples violaciones, de subordinación, de desvalorización histórica y de 
patrones culturales que lo invisibilizan o lo irrespetan. En Colombia durante décadas la 
sociedad ha invisibilizado al campesino, ha sido desvalorizado en el mundo rural y en la 
reproducción económica, a un rol subsidiario de fuerza de trabajo. “Los modelos dominantes 
en política pública agraria se han basado en la desvalorización relativa del campesinado al 
no ser considerado como un sujeto apto para el desarrollo, de ahí que le asignen roles 
secundarios que lo subordinan: como peón de brega sin garantías en la apertura de nuevas 
tierras, como jornalero y como proveedor de alimentos baratos” (Salgado, 2010). 
 
Con la prevalencia en la aplicación del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 
de 1994 frente a la ley de restitución de tierras, se demuestra una vez más, la vulnerabilidad 
de las economías rurales y de las poblaciones campesinas que las constituyen. Y dan paso a 
considerar la afirmación contundente de una falta de reconocimiento a los campesinos como 
actores sociales plenos de derechos y una carencia de políticas de desarrollo rural consistentes 
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y continuas, que generen condiciones para que puedan superar sus niveles de pobreza y los 
conflictos que los afectan (Programa de las Naciones Unidas PNUD, 2012) 
 
Con esto se muestra como a pesar de mantener un discurso en garantía de los derechos 
humanos, en favor de las víctimas que sufrieron los mas aberrantes vejámenes en cuanto a 
violaciones de derechos humanos. El campesino colombiano víctima del conflicto armado 
interno y por ende la política rural ha estado subordinada al modelo de desarrollo industrial. 
El campesinado ha tenido que vivir con actores poderosos en sus territorios y la medida de 
sus luchas ha estado relacionada con los enemigos que ha tenido que enfrentar y las alianzas 
que ha podido establecer (Programa de las Naciones Unidas PNUD, 2012) 
 
Durante décadas las luchas del campesinado colombiano han estado relacionadas con la 
integración en el modelo de desarrollo rural, la definición de pautas, el cumplimiento y 
garantía de derechos. A lo que se adiciona la ausencia del Estado, o de las diferentes 
instituciones, y la desvalorización recurrente de los campesinos de parte de la misma 
sociedad. La desvalorización del campesinado conlleva a que a pesar de que existan normas, 
-como por ejemplo la ley 1448 de 2011 que intentan garantizarle el goce efectivo de sus 
derechos-, este no sea tenido en cuenta como un sujeto con derechos y posibilidades de 
desarrollo.  
 
Lo anterior ya que, con la aplicación del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 
de 1994 el campesino no podrá ser propietario de sus tierras, no podrá entrar en la dinámica 
de la economía como ente productor, no podrá configurarse como un sujeto activo capaz de 
integrarse en la dinámica global como actor fundamental e incluso no podrá ser visto nunca 
como empresario. Lo que resulta inadmisible en términos de equidad, justicia, dignidad y 
democracia para el campesinado.  
 
Por tanto, se requieren criterios de inclusión económica, social y política; se requiere 
reconocer el problema de fondo, y llegar a consensos acerca del valor de la igualdad y del 
valor del campesinado en nuestra Nación, a través del reconocimiento de su aporte y sus 
capacidades, con el fin de obtener el reconocimiento social y político de los campesinos como 
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actores sociales con plenos derechos como ciudadanos con capacidad de representarse 
políticamente y de participar en los proyectos nacionales de desarrollo (Programa de las 
Naciones Unidas PNUD, 2012). Si a las comunidades rurales y a los campesinos se les apoya 
con un verdadero desarrollo rural integral que les garantice el acceso a la propiedad, a la 
tierra, a los recursos y la participación en la vida social y política en igualdad de condiciones, 




1. La existencia de la ley de víctimas y restitución de tierras, per se, no implica la 
garantía y el goce efectivo de los derechos de las víctimas del conflicto armado 
interno en Colombia. Con la ley 1448 de 2011 se establecieron un conjunto de 
medidas y acciones para lograr dicho propósito. Sin embargo, se debe articular todo 
el sistema normativo dada la multiplicidad de disposiciones normativas -de todo tipo, 
leyes, decretos, acuerdos, resoluciones, circulares-, así como la diversidad de actores 
que intervienen en todas las fases del proceso de restitución de tierras y que deben 
acatar y cumplir con variados preceptos normativos.  
 
Con esto se quiere decir que con el solo hecho de darle cumplimiento a las medidas 
establecidas en la ley 1448 de 2011 no se está cumpliendo con la deuda histórica que 
se tiene con las víctimas del conflicto armado interno en Colombia, en cuanto al 
reconocimiento, protección y goce efectivo de los derechos a la reparación integral. 
De manera que, se debe buscar la armonización de todas las disposiciones normativas 
relacionadas con la política de tierras y evitar que exista choque entre las mismas, 
puesto que la aplicación normativa puede llegar a desconocer derechos. 
 
2. Una de las normas que entra en colisión con las ordenes emanadas por los jueces de 
restitución de tierras es el literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 
1994, norma que prohíbe las adjudicaciones de baldíos dentro de un radio de 2.5 km 
alrededor de las zonas de explotación de recursos naturales no renovables. De los 
resultados de la presente investigación se logra concluir que el interés económico 
 44 
prevalece sobre el reconocimiento de los derechos de las víctimas, quienes bajo 
ciertos supuestos también podrían acceder a estos predios en condiciones similares 
que las empresas extractivistas, permitiendo de está forma la intervención del 
campesino como un sujeto activo con aportes a la economía rural y nacional.  
 
3. En la práctica, se le da mayor valor a lo contemplado en la ley 160 de 1994 que a los 
postulados de la ley 1448 de 2011 en cuanto al acceso a la propiedad de los 
campesinos víctimas del conflicto armado interno en Colombia. La ley 1448 de 2011 
guardó silencio en cuanto a esta situación que obstaculiza el cumplimiento de las 
ordenes de restitución de tierras, y lo que empeora el panorama es que las reformas 
del literal a del parágrafo 1 del artículo 67 de la ley 160 de 1994, las cuales fueron 
posteriores a la ley 1448 de 2011, tampoco tuvieron en cuenta la política de tierras al 
no referirse en sus motivos a las víctimas y su derecho a la restitución. 
 
4. Frente a la problemática y análisis de esta investigación, se propone la armonización 
del derecho a la reparación integral de las víctimas y el literal a del parágrafo 1 del 
artículo 67 de la ley 160 de 1994, en aras de favorecer a las víctimas, de garantizarles 
su reconocimiento y posicionarlos en el sistema económico como un actor que aporta 
de manera positiva. En concreto se propone un ajuste normativo a partir de los 
antecedentes legislativos que mencionan las condiciones geográficas de Colombia y 
que permite un uso y explotación del suelo dependiendo la región. También se 
propone el uso de herramientas tecnológicas que permitan identificar con mayor 
precisión las zonas de explotación de recursos naturales no renovables. Esto en aras 
de permitir el acceso a la propiedad al campesino en las mismas condiciones de 
dignidad y reconocimientos que otros actores tales como quienes se dedican a la 
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